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Honorable Cámara de Diputados

Provincia de Buenos Aires

FUNDAMENTOS


Como consecuencia del Acuerdo de Magistrados, que nos permitimos transcribir:

“En San Isidro reunidos los Sres. Jueces que integran el Fuero Penal de este Departamento Judicial, a convocatoria de la Sra. Presidente de la Excma. Cámara de Apelación y Garantías en lo Penal Departamental, Dra. Celia M. Vázquez, asistiendo al acto en carácter de Actuario Ariel A. Yapur, a efectos de someter a consideración la Resolución Nº 221/04 emanada del Ministerio de Justicia de la Provincia de Buenos Aires, que fuera girada por la Excma. Suprema Corte de Justicia con fecha 23/12/04, y Considerando:

I- Que por Resolución Nº 221/04 del 23/11/04 el Sr. Ministro de Justicia de la Provincia de Buenos Aires dispuso: Determinar la capacidad carcelaria del Sistema Penitenciario Bonaerense en la cantidad de 22.507 plazas.

Además, en forma transitoria resolvió elevar excepcionalmente la capacidad arriba indicada a 25.000 plazas.

Ordenó en consecuencia de ello al Sr. Interventor del Servicio

Penitenciario Bonaerense que se abstenga de autorizar o disponer el alojamiento de detenidos que superen las 25.000 plazas dispuestas excepcionalmente, mientras subsiste la actual situación.

         II- Que de los informes recabados por la presidencia de la Excma. Cámara de Apelación y Garantías Departamental surge que el día 27/12/04 la población alojada en el Servicio Penitenciario de la Provincia ascendía a 24.766 personas.

Asimismo según la División estadísticas del Centro de Operaciones Policiales del Ministerio de Seguridad Provincial, a la misma fecha existían en sede policial un total de 5.511 personas detenidas.

         III- La situación descripta da cuenta de un colapso total del sistema penitenciario provincial, que amenaza en breve, de no adoptarse por parte del Ejecutivo Provincial medidas coyunturales y urgentes, tanto las más mínimas condiciones de detención de las personas intervenidas penalmente en la órbita de la provincia, como el cumplimiento de las funciones propias de la magistratura en el fuero penal.

Las cifras relevadas en el considerando II, permiten concluir fácilmente que a la fecha el cupo de 25.000 plazas (que notificialmente fijara el Dr. Di Rocco) se encuentra ampliamente superado ya que la provincia cuenta a la fecha con 30.277 detenidos, cifra esta que tiende a incrementarse, según estimaciones del propio Ministerio de Justicia en aproximadamente 3.200 detenidos anualmente.

         IV- La determinación de cupos máximos de alojamiento de personas en el Sistema Carcelario, resulta un antiguo anhelo de quienes han investigado en profundidad el Derecho de Ejecución Penal, y en este sentido se han presentado tanto en la legislatura provincial como en la nacional proyectos de ley tendientes a determinarlos y a establecer mecanismos de “drenaje” que posibiliten que el número de encarcelados no supere dichos cupos, ello a través de una instancia que permita evaluar qué detenidos se encuentran en mejor situación para ser liberados, dejando así plazas vacantes para los nuevos ingresos.

Estos proyectos hasta el momento no han sido sancionados, por lo que nos encontramos a la fecha ante un vacío legislativo en relación al temperamento a adoptar ante la realidad de superpoblación carcelaria.

* La normativa Constitucional, los pactos internacionales de derechos humanos y las normas infra Constitucionales que rigen en materia de Ejecución de la Pena Privativa de la Libertad, invocadas por el Sr. Ministro como antecedentes de su resolución, son claras al establecer que el Encarcelamiento de personas debe ajustarse a pautas mínimas que garanticen la vida, la seguridad, la salud, la integridad física y moral de los detenidos, así como todos los derechos no interferidos por la pena o medida cautelar en virtud de la cual se encuentren encarcelados.


En este sentido no puede objetarse la decisión de impedir que la infraestructura penitenciaria colapse, con grave detrimento de todos estos derechos de las personas privadas de libertad, y por ello el establecimiento de cupos máximos en las Unidades Carcelarias, aparece en principio como una medida saludable a la luz de la normativa invocada.

         IV- Ahora bien una medida como la adoptada por el Dr. Di Rocco, si bien aparece prima facie saludable, no puede ser dispuesta sin contemplar su incidencia sobre el sistema carcelario en su totalidad, y sobre el funcionamiento de la estructura de la administración de Justicia en el Fuero Penal, ello en la medida en que el Ejecutivo omite adoptar temperamento alguno en relación al destino de aquellos detenidos que a la fecha se encuentran dentro del sistema, superando holgadamente la capacidad del mismo, ni en relación a los futuros incrementos del número de ellos que pueden pronosticarse en base a los datos estadísticos de crecimiento vegetativo de la población carcelaria en los últimos años.

Cierto es que en la resolución sometida a consideración se menciona la ejecución de obras para la construcción de nuevas cárceles, que permitiría contar para el primer semestre del año próximo con 5.388 nuevas plazas.

     Estas obras sin embargo, no permiten en lo inmediato descomprimir la situación (no se encuentran concluidas), y además, teniendo en cuenta que conforme la del punto I de la Resolución Ministerial el número real de plazas existentes es de 22.507, sólo permitirá elevar la capacidad del sistema hasta un total de 27.895 plazas, las que ya al día de la fecha se ven superadas por el número de detenidos existente.

     V- En este contexto de situación la resolución nº 221/04 del Sr. Ministro de Justicia no puede más que generar en breve un incremento incontrolable de la cantidad de detenidos en locales policiales, ya que por una parte no se otorgarán cupos en el S.P.B. para los que actualmente se encuentran en ella alojados y por la otra las nuevas detenciones que en lo sucesivo se ordenen ingresarán también por las dependencias policiales.


De este modo se generalizará aún más y se prolongará en el tiempo el alojamiento de personas detenidas en Comisarías, alojamiento cuya contrariedad con las normas que rigen la detención de personas ha sido en reiteradas ocasiones señalado por diversos órganos jurisdiccionales de la provincia, con lo que sólo resulta admisible como destino transitorio.

       Por ello, la superpoblación hoy existente en los locales policiales de detención se agudizará hasta extremos absolutamente intolerables.

VI- Nos enfrentamos pues a una situación sumamente delicada, no suficientemente abordada por las autoridades del Poder Ejecutivo Provincial.




Este Poder del Estado trasunta en su actividad relativa al tema acciones que cuanto menos resultan paradójicas.


Por una parte, ha instaurado una política criminal altamente represiva, promoviendo la sanción de normas legales que limitaron los supuestos excarcelatorios contenidos en el texto original del Código Procesal Penal Provincial (T.O. Ley 11.922) y los institutos propios del Derecho de Ejecución que facilitaban la liberación anticipada de condenados.


Con estas medidas impulsadas desde el Ejecutivo Provincial y convertidas en ley por la Legislatura, se posibilitó el encarcelamiento masivo de personas sometidas a proceso penal, que experimentó un crecimiento de aproximadamente un 100% desde el año 2000 hasta el presente.


Por otra parte, se toma conciencia, tardíamente, de la incapacidad del Estado Provincial para sostener una política criminal con esta orientación, y se dispone que no pueden recibirse en el Sistema Carcelario más detenidos de los que hoy se hallan en él.

        La situación crítica del sistema carcelario no puede entonces encontrar solución, si el Ejecutivo Provincial, -principal responsable de la misma- no se hace cargo de las condiciones que la provocaron y procura su modificación.

                 VII- Las consecuencias de todo lo expuesto en relación al ejercicio de la magistratura en el fuero penal en la provincia resultan ostensibles.


La detención cautelar o la ejecución de una pena privativa de libertad se encuentran sujetas en nuestro sistema a una serie de condiciones que permiten predicar su legitimidad.

Estas condiciones se vinculan por una parte al respeto de las garantías procesales y sustantivas emanadas de la Constitución Nacional y los Pactos de Derechos a ella incorporados en el decurso del proceso en el cual la restricción de la libertad se dispone, y por la otra con el modo en que estas medidas restrictivas de la libertad efectivamente se ejecutan, debiendo ellas ajustarse a lo dispuesto en la última parte del art. 18 C.N., como en los Tratados Internacionales de Derechos Humanos incorporados a nuestra Carta Magna desde el año 1994 (art. 75 inc. 22). 


Así como el Estado no puede encarcelar personas sino en virtud de un juicio previo fundado en ley anterior al hecho del proceso, o en el marco de medidas cautelares sustentadas en la fundada imputación de un hecho delictivo y en el peligro procesal que pueda inferirse de la soltura del procesado, tampoco puede encarcelar sino posee los medios necesarios para garantizar que este encarcelamiento se cumplirá en base a los principios rectores que dimanan del art.18 última parte de la C.N.


La decisión ministerial sometida a consideración, en este sentido no hace más que resaltar la imposibilidad de cumplimentar estas últimas garantías en relación al total de los detenidos hoy existentes, ello sin mencionar lo que ocurrirá con los que en un futuro se incorporen al sistema.


Bajo esta configuración de los hechos la difícil tarea de juzgar, aplicar pena y controlar su ejecución, encomendada a los Sres. Jueces del Fuero Penal, no puede ser legítimamente desarrollada.

 VIII- Por otra parte, la decisión adoptada implicará seguramente el resurgimiento del conflicto entre dos carteras ministeriales dependientes del Poder Ejecutivo de la Provincia, ello en la medida en que la negativa por parte del Titular de la Cartera de Justicia a recibir nuevos detenidos en las Cárceles dependientes del Servicio Penitenciario, generará como ya expusiera un inmanejable incremento de la cantidad de Detenidos en Seccionales Policiales dependientes del Ministerio de Seguridad.

No parece adecuado pretender desde un ministerio adoptar resoluciones que se pretende tienden a alinear el encarcelamiento de personas con las mandas constitucionales y legales, si estas medidas repercutirán en que esas mismas normas se vean absolutamente vulneradas bajo la responsabilidad de otra de las Carteras del Ejecutivo Provincial.

A ese respecto no se ha tomado en consideración que el respeto de las reglas a las que la ejecución de las detenciones de personas está sometida es responsabilidad del Poder Ejecutivo en su conjunto, y que este no puede eludir las responsabilidades que en dichas materias le competen trasvasándolas de uno de sus Ministerios al otro.

IX- Entre los considerandos de la Resolución nº 221, el Ministro señala que la acuciante situación impone como prioritario “diseñar nuevos paradigmas que reduzcan la tasa de sobrepoblación carcelaria a fin de garantizar el cumplimiento de la ejecución de la pena”.

       Cabe señalar que hasta la fecha se ignora cuáles son estos nuevos paradigmas a los que se hace alución, ello en la medida en que no se conocen medidas adoptadas o impulsadas desde el Ejecutivo para revertir el proceso de encarcelamiento masivo de personas, que comenzara en el año 2000, con la sanción de la Ley 12.405 modificatoria del sistema de coerción procesal vigente en la provincia.

Llama entonces la atención esta aserción por parte de la máxima autoridad de la cartera de Justicia, sobre todo cuando resulta resorte del Poder Ejecutivo Provincial delinear estos nuevos paradigmas, evaluando pormenorizadamente el impacto de la legislación que él proyectara sobre la situación que se describe y ajustándola a las disponibilidades de los medios existentes para llevarla a la práctica.


La emergencia penitenciaria provincial no puede entonces encontrar solución en el corto ni en el mediano plazo, si desde el Ejecutivo no se encara una política criminal tendiente a reducir el número actual de encarcelados.


En este sentido y ante la emergencia el Sr. Gobernador cuenta con los resortes constitucionales que lo habilitan a indultar y conmutar penas.


Debería además proveer los medios suficientes para posibilitar la morigeración del encierro contemplada en el art. 163 del ritual, poniendo a disposición de la justicia los medios necesarios para implantar técnicas de monitoreo electrónico u otros controles que permitan mantener la privación de libertad fuera de la cárcel.


El Sr. Ministro de Justicia, bajo cuya dependencia directa se encuentra el Servicio Penitenciario, debe instruir a la conducción de éste para que refuercen las prácticamente magras tareas vinculadas al período de pre egreso a efectos de que al momento de alcanzar una persona detenida el período temporal necesario para obtener algún beneficio de la ejecución, ésta se encuentre suficientemente preparada para obtenerlo. Esta tarea además no puede dejar de considerar la necesidad de reformular los principios a través de los cuales funciona la Junta de Selección del S.P.B.


Por último, cuentan los poderes Ejecutivo y Legislativo Provincial con los medios necesarios para rediseñar la legislación vigente para afrontar la emergencia.

 X- Párrafo aparte merece la consideración de la liviandad con la que se fijan los cupos penitenciarios dentro del sistema en la resolución a consideración.

El Sr. Ministro Dr. Di Rocco reconoce prácticamente que el número de plazas que informa tener es ficticio.

Dice por una parte que la capacidad del sistema es de 22.507 plazas, mas luego, y considerando que ya hay en el Servicio Penitenciario alrededor de 25.000 detenidos, fija el cupo máximo en esta última cifra.

Ello nos permite convocar la atención, tal y como la Excma. Cámara Departamental en reiteradas ocasiones lo ha hecho, sobre la discusión relativa a cuál debe ser, conforme la normativa vigente el concepto de “plaza penitenciaria”, y en función del mismo cuál es la capacidad real del sistema carcelario provincial.

En este sentido las 22.507 plazas “reales” que el Ministro informa tener, surgen a partir de improvisadas ampliaciones de los sectores de alojamiento de detenidos en unidades ya existentes, y con una capacidad originaria muy inferior a la denunciada en el anexo I de la resolución ministerial.

A tal efecto la mayor parte de las unidades fueron ampliadas mediante el sencillo recurso de colocar una cama adicional en las celdas ya existentes, transformando las unidades de sistema unicelular de alojamiento en unidades en que las celdas (de 2m por 2,50m aprox.) son compartidas por dos, y en algunos casos hasta tres o cuatro personas.

La capacidad del sistema no puede entonces calcularse exclusivamente en función de la cantidad de camas o colchones con los que el Servicio Penitenciario cuenta, sino que debe abarcar una visión integral de disposición de bienes y servicios que permitan asegurar a cada detenido su derecho a gozar de un hábitat sano y limpio, acceso al servicio de salud, alimentación, educación, trabajo, recreación, seguridad, contacto con su entorno familiar y garantía suficiente de que todos los derechos no interferidos por la penalidad podrán ser ejercidos plenamente.

Por ello sería importante que el Poder Ejecutivo especificara cómo ha llegado a la determinación de la cantidad de cupos que informa, y aclarase qué entiende por “plaza penitenciaria”.

         XII- En mérito a todo lo expuesto los Sres. Jueces del Departamento Judicial que abajo suscriben, 

RESUELVEN: 

I- Reclamar al Poder Ejecutivo de la Provincia, por intermedio de la Excma. S.C.J.B.A. provea a la creación de plazas penitenciarias reales a efecto de alojar a la totalidad de las personas detenidas a la fecha tanto en la órbita del S.P.B. como en el de la Policía Provincial, así como la provisión de los medios necesarios a efectos de que tal número de plazas se incremente anualmente en número no inferior al de la tasa de crecimiento de la población carcelaria, la cual rondaría los 3.200 detenidos al año.

II- Requerir al Sr. Ministro de Justicia de la Provincia de Buenos Aires, por intermedio de la S.C.J.B.A., que se sirva determinar cuál es el concepto de “plaza penitenciaria” en función del cual quedará establecida la capacidad de alojamiento del Sistema Carcelario Provincial.

III- Requerir a la Excma. Suprema Corte de Justicia de la Provincia de Buenos Aires, que por a través de su Oficina de Prensa dé a publicidad la resolución ministerial y el presente acuerdo.

IV- Comunicar lo aquí dispuesto al Sr. Fiscal General Departamental, al Sr. Defensor General Departamental y al Colegio Público de Abogados de San Isidro y al Colegio de Magistrados de este Departamento Judicial, remitiéndoles copia del presente y de la resolución nº 221/04 del Sr. Ministro de Justicia de la Provincia.

V- Librar por a través de la Presidencia de la Excma. Cámara de Apelación y Garantías Departamental oficio dirigido a la Suprema Corte de Justicia de la Provincia de Buenos Aires, comunicando la presente, a los efectos.

FIRMAN: Celia Margarita Vázquez; Raúl Borrino; Gustavo Erbel; Hernán J. San Martín; Federico Ecke; Osvaldo Rossi; Diego Barroetaveña; Marcelo Hunkeler; Manuel de Campos; María E. Marquez; Mónica Tisato; Carlos G. Olazar; Carlos Santillán; Raúl A. Neu; Leonardo Pitlevnik; Luis Zapata; Clarisa Moris; Ariel A. Yapur.

Es por ello, que esta grave realidad que exponen los citados Magistrados, cabe hacernos eco de ella, ante la certeza que la legislación producida en los últimos días, no ha de ser suficiente para la solución de la problemática carcelaria en la Provincia y por ello es que solicitamos el acompañamiento en el siguiente:
PROYECTO DE SOLICITUD DE INFORMES
La Honorable Cámara de Diputados de la Provincia de Buenos Aires:
RESUELVE:
Dirigirse al Poder Ejecutivo de la Provincia de Buenos Aires, para que se sirva informar con carácter de urgente y en forma escrita, en relación al resolutorio firmado por los Dres. Celia Margarita Vázquez; Raúl Borrino; Gustavo Erbel; Hernán J. San Martín; Federico Ecke; Osvaldo Rossi; Diego Barroetaveña; que integran el Fuero Penal del Departamento Judicial de San Isidro a convocatoria de la Sra. Presidente de la Excma. Cámara de Apelación y Garantías en lo Penal  sobre los siguientes puntos:
1º) –Amplio informe, sobre el Resolutorio Acuerdo de Magistrados,  que integran el Fuero Penal del Departamento Judicial de San Isidro a convocatoria de la Sra. Presidente de la Excma. Cámara de Apelación y Garantías en lo Penal; en referencia al punto I – del Acuerdo que dice: 

Reclamar al Poder Ejecutivo de la Provincia, por intermedio de la Excma. S.C.J.B.A. provea a la creación de plazas penitenciarias reales a efecto de alojar a la totalidad de las personas detenidas a la fecha tanto en la órbita del S.P.B. como en el de la Policía Provincial, así como la provisión de los medios necesarios a efectos de que tal número de plazas se incremente anualmente en número no inferior al de la tasa de crecimiento de la población carcelaria, la cual rondaría los 3.200 detenidos al año.

2º) -   Remita a esta  Honorable Cámara de Diputados, copia del informe requerido en el Resolutorio, Acuerdo en su punto II, que dice: 

      “Requerir al Sr. Ministro de Justicia de la Provincia de Buenos Aires, por intermedio de la S.C.J.B.A., que se sirva determinar cuál es el concepto de “plaza penitenciaria” en función del cual quedará establecida la capacidad de alojamiento del Sistema Carcelario Provincial.”
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